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2 Exposición de los hechos

Contexto
1. Elizabetia es un país perteneciente a la Organización de Estados Americanos. El Estado ha ratificado la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “CADH” o “la Convención”) y la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Corte IDH”, “la Corte” o “el Tribunal”) el 1 de enero de 1990.  

2. Luego de tres siglos de dominación europea, Elizabetia logra su independencia en el siglo XIX. En 1960 se funda la VI República, periodo en el cual la Asamblea Constituyente dio origen al actual texto constitucional. Desde ese mismo año dos partidos políticos alternan en el poder: el Partido Rosado, de tendencia conservadora, así como el Partido Celeste, de ideología liberal.

3. En el territorio de Elizabetia se desarrolló, desde tiempo inmemoriales, el pueblo indígena Granti, cuya máxima deidad era Granti’ltna, considerada como el pináculo de la perfección al nacer como hombre y morir como mujer. Sus costumbres, entre las que se encontraban algunas prácticas homosexuales, fueron consideradas como bárbaras e inmorales por la dominación colonial, por lo que estuvieron sujetas a una política de erradicación y exterminio en su contra. Sin embargo, muchas de estas costumbres han sido asimiladas hasta la actualidad por la población y forman parte de su idiosincrasia. 

Condición jurídica de la comunidad LGTBI

4. La comunidad LGTBI, según  la Constitución de 1960, no puede conformar familia, ya que el artículo 85 establece que ésta sólo deriva de la unión libre entre un hombre y una mujer.
5. En ese sentido, el artículo 406 del Código Civil regulaba la unión de hecho únicamente para el caso de parejas heterosexuales, la cual requería de una convivencia de 5 años. Esta normatividad fue declarada inconstitucional por la Cámara Constitucional al no permitir la unión de hecho entre parejas homosexuales. Sin embargo, en contra de esta tendencia, el artículo 406.2 no reconoce a estas uniones de hecho como familia ni las faculta para adoptar en conjunto.

6. Del mismo modo, el 13 de marzo de 2007, a raíz de un procedimiento ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (en adelante, “SIDH”), se dictó la ley de identidad de género, la cual establece que toda persona, cuya identidad de género sea diferente a su sexo, podrá solicitar la rectificación registral de este y de su nombre en una nueva partida registral.

La relación entre Serafina Conejo Gallo y Adriana Timor
7. Serafina y Adriana conviven desde el año 2010, por lo que en febrero de 2011 decidieron contraer matrimonio. Adriana tiene como único vínculo cercano a su pareja sentimental.
8. Por su parte, Serafína Conejo Gallo nació el 28 de noviembre de 1963 en la provincia de Santa Marta. A pesar de su sexo biológico, Serafina se identificó desde pequeña con el género femenino, expresándolo a través de su tono de voz, gestos y vestimenta. Desde los 6 años su maestra trató de modificar su conducta frente a sus compañeros y compañeras, para lo cual recurrió a la aplicación de numerosos azotes. Esta situación se mantuvo durante 4 largos años. 

9. En 1974, a los 11 años, Serafina fue separada por el Estado de su núcleo familiar e internada en un centro de menores en el que fue violada reiteradas veces. Esto provocó que, después de 5 años de encontrarse privada de su libertad, escapara hacia la capital, lugar donde se vio en la necesidad de prostituirse. En 1985, luego de operarse para adquirir apariencia femenina, insistió en que la llamaran Serafina. Esta situación motivó que, en 1990, impulsara la creación del movimiento Mariposa, dirigido al activismo, formación y educación de la comunidad trans. 
10. En 1992, se identifica como una mujer lesbiana y pide el reconocimiento de su identidad de género, el cual fue negado de 1993 a 1999, por lo que somete el caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “CIDH”). Serafina, a sus 47 años, fue la primera mujer trans de Elizabetia en cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH.

La imposibilidad del matrimonio homosexual en Elizabetia
11. Luego de un año de convivencia, Serafina y Adriana presentaron una solicitud para casarse, la cual fue denegada por la Secretaría Nacional de Familia. Esta decisión fue ratificada, en instancia única, por el Juzgado Contencioso Administrativo No. 7, el 5 de agosto de 2011. El recurso de amparo interpuesto contra esta resolución fue declarado improcedente, por lo cual acuden al SIDH.

12. En ese sentido, Mariposa interpuso una petición el 1 de febrero de 2012 ante la CIDH, la cual aplicó el per saltum al admitirla a trámite. En su informe de admisibilidad, analizó la caracterización de posibles violaciones a los artículos  8, 11, 17, 24 y 25 en relación al 1.1 de la CADH. Asimismo, en el informe de fondo, declaró la violación de los referidos artículos y añadió, en aplicación del principio iura novit curia, la violación del artículo 2 del referido tratado. Ante ello, el 1 de febrero de 2013, el Estado decidió someter el caso ante la Corte IDH.
13. Del mismo modo, en mayo de 2013, Mariposa interpone una solicitud de medidas provisionales a fin de que Serafina otorgue su consentimiento informado debido a la grave condición de salud en la que se encuentra Adriana.

3 Análisis legal del caso

3.1 Análisis de los aspectos preliminares

3.1.1 Competencia de la Corte en el presente caso

14. La Corte IDH es competente: a) ratione personae
, toda vez que las víctimas son personas que se encontraban bajo la jurisdicción de Elizabetia; b) ratione temporis
, porque el Estado de Elizabetia ratificó la CADH y reconoció la competencia contenciosa de la Corte el 01 de enero de 1990 y las violaciones tuvieron lugar a partir del 2010; c) ratione loci
, toda vez que los ilícitos internacionales ocurrieron en la jurisdicción de Elizabetia; y, d) ratione materiae
, ya que los hechos configuran una violación de las disposiciones de la CADH.
3.1.2 Excepciones Preliminares

15. La Honorable Corte, mediante resolución incidental de 13 de febrero de 2013, dispuso que los planteamientos procesales del Estado debían ser tratados como excepciones preliminares, las cuales constituyen medios de defensa que buscan impedir el análisis del fondo de un asunto
. Atendiendo a ello, se han interpuesto dos excepciones preliminares: a) La supuesta violación del derecho a la defensa del Estado y b) La falta de agotamiento de los recursos internos.

3.1.2.1 La supuesta violación del derecho de defensa del Estado

16. En el caso sub litis, el Estado cuestiona que la incorporación del artículo 2 de la CADH en el Informe de Fondo impidió que se defendiera durante el trámite ante la CIDH.
17. Al respecto, la Honorable Corte IDH ha establecido que, durante el procedimiento ante la CIDH, es posible variar la calificación jurídica de los hechos que sustentan la petición
, siempre y cuando no se altere el sustrato fáctico que generó la violación de derechos humanos
. En efecto,  la CADH y el reglamento de la CIDH no obligan a la Comisión a determinar cuáles son los derechos objeto de trámite en su informe de admisibilidad
, por lo que resulta viable la incorporación de nuevos derechos en el procedimiento ante el Sistema Interamericano
.
18. Es así que el marco fáctico del presente caso, relacionado a la imposibilidad de Serafina y Adriana para contraer matrimonio y constituir familia en virtud del artículo 396 del Código Civil de Elizabetia, no ha sido alterado, toda vez que el Estado se defendió de los hechos al indicar que existía un recurso que cuestionaba en abstracto la referida disposición del Código Civil.
19. Al respecto, el Estado no podría alegar una incorrecta aplicación del principio iura novit curia, ya que, a través de este principio, la Honorable Corte ha declarado la violación del artículo 2
. En todo caso, debe considerarse que las implicancias del artículo 2 -en particular, la adopción de medidas legislativas- ya se encuentran incluidas implícitamente en las obligaciones generales asumidas por Elizabetia en virtud del artículo 1.1. de la CADH
.
20. Por lo anteriormente señalado, solicitamos a este distinguido Tribunal que desestime la excepción preliminar relacionada con el derecho de defensa del Estado.
3.1.2.2 La alegada  falta de agotamiento de los recursos internos

21. El Estado ha interpuesto la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos
 por dos motivos. En primer lugar, estima que existía un proceso constitucional de amparo pendiente al momento de interponer la petición individual y, en segundo lugar, considera que no se ha interpuesto la acción de inconstitucionalidad para cuestionar la compatibilidad del artículo 396 del Código Civil con la Constitución.  
22. Respecto del primer punto, debe señalarse que los recursos internos han sido agotados. En efecto, el pronunciamiento del Juzgado Contencioso Administrativo Nº 7 se relacionó con el fondo de la controversia y desestimó el pedido de Serafina y Adriana, por lo cual, al ser un  pronunciamiento de única instancia, cerró la posibilidad de tutela requerida en esta clase de procedimientos. En ese sentido, el Estado no podría alegar que el proceso de amparo debía culminarse, ya que al exigirse una arbitrariedad manifiesta este recurso era inefectivo, dado que tanto el artículo 9 de la Constitución como el artículo 396 del Código Civil sólo reconocen la familia derivada del matrimonio heterosexual, por lo que no era posible encontrar una arbitrariedad manifiesta. Al respecto, la Corte ha señalado que, cuando se exijan mayores complejidades que tornen ilusorio el derecho
, no existe la obligación de agotar estos recursos
. 
23. En relación a la acción de inconstitucionalidad, debe recordarse que no es exigible al peticionario agotar todos los recursos disponibles
. De esta forma, la Corte IDH ha establecido que la acción de inconstitucionalidad, por su naturaleza, no es un recurso que siempre se deba agotar
, ya que no protege derechos subjetivos sino defiende la constitucionalidad de las leyes de manera objetiva
. Por ello, no era obligatorio agotar este recurso, más aun cuando el Estado tuvo la oportunidad de remediar esta situación a través del proceso contencioso administrativo.
24. Por las consideraciones expresadas, se solicita a la Honorable Corte que desestime la excepción preliminar relacionada a la falta de agotamiento de los recursos internos.

3.2 Análisis de los asuntos legales relacionados con la CADH

3.2.1 El Estado violó los artículos 11, 17 y 24 de la CADH en relación al 1.1 y 2 de dicho instrumento en perjuicio de Adriana y Serafina
25. El Estado de Elizabetia es responsable internacionalmente por la violación de los derechos a la protección de la honra y dignidad, protección a la familia y la igualdad ante la ley puesto que discriminó a Adriana y a Serafina al no permitirles contraer matrimonio debido a su orientación sexual, lo cual les impidió ser reconocidas como familia y ejercer una vida familiar.
26. Al respecto, la Honorable Corte ha establecido que los artículos 11.2 y 17 de la CADH tutelan, de manera complementaria, el derecho a la vida familiar y su adecuada protección y fortalecimiento
. En ese sentido, esta representación demostrará que Serafina y Adriana tienen el derecho a vivir en familia y a no sufrir injerencias arbitrarias por parte del Estado, debido a que Elizabetia tiene el deber de reconocer y proteger este núcleo familiar.
3.2.1.1 Violación del derecho a la vida familiar

27. El ámbito de la vida privada familiar se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de la autoridad pública
. Asimismo, el efectivo ejercicio de este derecho comprende una serie de factores relacionados con la dignidad del individuo
, entre los que deben destacarse la capacidad para desarrollar el derecho a la autonomía personal, el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos, así como el desarrollo de la vida sexual
.

28. En el caso sub litis, el artículo 85 de la Constitución Política y el artículo 406.2 del Código Civil de Elizabetia constituyen impedimentos de iure que no permiten que Adriana y Serafina puedan vivir en familia y recibir la protección legal correspondiente, dado que la referida legislación sólo reconoce como familia a las parejas heterosexuales, lo cual constituyó una injerencia arbitraria al derecho de la vida privada.
29. En efecto, Serafina y Adriana forman una vida familiar protegida por la CADH, al mantener una relación con contacto frecuente y cercanía personal y afectiva
, debido a que conviven desde febrero de 2010, periodo en el cual han compartido experiencias personales como el mal que sufrió Adriana cuando era adolescente y que, en la actualidad, no cuenta con familiares cercanos por su homosexualidad. Asimismo, esta cercanía personal y afectiva ha conllevado a que, desde febrero de 2011, hayan manifestado continuamente su intención de contraer matrimonio, deseo frustrado por la legislación interna de Elizabetia.
30. De esta forma, el trato discriminatorio que impidió el reconocimiento de esta vida familiar se sustenta únicamente en su orientación sexual categoría protegida por el derecho a la vida privada
, dado que es derecho de toda persona, independientemente de su orientación sexual, e identidad de género, poder constituir una familia y que esta no debe sufrir ningún tipo de discriminación
. En efecto, tal como sostiene Dworkin, determinados rasgos de distinción encuentran fundamento debido a que ciertos grupos excluidos históricamente son más propensos a que se les niegue la consideración debida, lo cual exige a todo el aparato público analizar con mayor sospecha y atención las medidas que impactan sobre estos grupos
.
31. En ese sentido, Elizabetia no podría alegar que esta interferencia legal en la vida familiar de las parejas homosexuales se ampara en el fin reproductivo que deben perseguir las familias, toda vez que la vida privada familiar incluye la autonomía reproductiva para procrear de forma natural o por técnicas asistidas de reproducción, incluidas tanto en su dimensión individual y también de pareja, además del acceso a servicios de salud reproductivos
.

32. Asimismo, Elizabetia está impedida de realizar injerencias arbitrarias en la vida privada de Serafina y Adriana basadas en cuestiones de moralidad y valores propios del Estado pues, como lo determinó el Comité de Derechos Humanos, ello ocasionaría que un gran número de leyes que interfieran en la vida privada no puedan ser revisadas
.

33. En consecuencia, se evidencia que el Estado, al no otorgar ningún tipo de reconocimiento a la vida familiar de las parejas homosexuales, violó el artículo 11.2 de la CADH.
3.2.1.2 Violación del derecho a la protección a la familia
34. Por otro lado, en relación al derecho a la protección a la familia, se debe entender que la familia no es un ente estático
 ya que no ha podido ser insensible a las transformaciones de su entorno
. En ese sentido, la Honorable Corte ha determinado que la CADH, en su artículo 17, no contempla un concepto cerrado de familia, ni mucho menos se protege sólo un modelo “tradicional” de la misma
. Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos también aborda el concepto de familia de manera amplia
, estableciendo que no existe una manera única de vivir en familia
, debido a que la noción de "vida familiar" no se limita únicamente a las familias generadas en el matrimonio y puede abarcar otras relaciones de hecho
.  
35. En el caso sub judice, se advierte que el Estado violó el derecho a fundar una familia de toda persona
, ya que la Constitución sólo protege a la familia “tradicional”. Del mismo modo, a través de la modificación del artículo 406.2 del Código Civil, Elizabetia perpetuó un concepto estático y excluyente de familia, impidiendo el reconocimiento de sus diversas formas existentes al establecer que las uniones de hecho homosexuales no serían consideradas familia.
36. Al respecto, tanto el Comité de los Derechos del Niño
 como el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
 han señalado que es imposible efectuar una definición uniforme de familia. De esta manera, se advierte la existencia, con calidad de numerus apertus, de diversos tipos de familia, entre las que se encuentran las nucleares, extendidas, monoparentales
, homoparentales
, y aquellas parejas que, pese a no haber contraído matrimonio tienen hijos
. 
37. Por ello, la exclusión del reconocimiento de las familias homosexuales, no cuenta con sustento jurídico en virtud de las normas de Derecho Internacional. Incluso, este criterio ha sido implementado en el derecho interno de países como México
, Brasil
, Sudáfrica
, Canadá
 y España
, los cuales han extendido el concepto de familia
, más allá de la que deriva de una pareja heterosexual, reconociendo que merecen igual protección que aquélla. 

38. Por todo lo expuesto, el Estado es responsable internacionalmente dado que negó el reconocimiento legal a Adriana y a Serafina como familia en razón a su orientación sexual.
3.2.1.3 Violación del Derecho a contraer matrimonio
39. El derecho a contraer matrimonio se encuentra reconocido en el artículo 17.2 de la Convención Americana. Esta disposición se caracteriza por contener una cláusula de no discriminación a diferencia de lo contenido en el artículo 12 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales (en adelante, “CEDH”).
40. Ahora bien, corresponde determinar si es que este derecho también se reconoce para las parejas homosexuales. Ello supone determinar, a través de los criterios de interpretación de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados
 (en adelante, “Convención de Viena”), si es que la Convención Americana contempla esta posibilidad.
3.2.1.3.1 Interpretación literal

41. De conformidad con el artículo 31 de la Convención de Viena, la interpretación literal supone dotar de contenido al instrumento internacional de conformidad “al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado”, práctica realizada con anterioridad por la Corte
. 
42. De este modo, de una lectura literal del artículo 17.2 se desprende que, a diferencia de lo dispuesto en el artículo 12 del CEDH, la Convención “reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención”, por lo que constituye una norma de configuración legal
. De ahí que, al ser la orientación sexual una categoría protegida por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos
, una diferenciación realizada por este motivo no puede considerarse válida.
43. En ese sentido, el Estado no podría alegar, en virtud a los pronunciamientos del Tribunal Europeo, la existencia de un margen de apreciación
 en torno a la regulación del matrimonio dentro de la jurisdicción de un Estado
, toda vez que la Convención Americana, a diferencia del CEDH, no habilita esa posibilidad. En efecto, la Corte resalta que “la presunta falta de un consenso […] sobre el respeto pleno por los derechos de las minorías sexuales no puede ser considerado como un argumento válido para negarles o restringirles sus derechos humanos o para perpetuar y reproducir la discriminación histórica y estructural que […] han sufrido”
.
44. Sin embargo, esta representación advierte que el artículo 17.2 hace referencia al derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio, por lo cual la interpretación literal no resulta per se suficiente para afirmar que existe una obligación internacional de regular el matrimonio entre personas del mismo sexo, por lo cual se debe recurrir a otros medios de interpretación.
3.2.1.3.2 Interpretación evolutiva

45. Los tratados sobre derechos humanos tienen la particularidad de ser instrumentos vivos que deben adaptarse a los diversos cambios sociales. De ahí que la interpretación de estos instrumentos deba efectuarse conforme con la evolución de los tiempos y las necesidades sociales
. Este criterio ha sido empleado tanto por el TEDH
 como por la Corte IDH
. 

46. Por ello, en el marco de la interpretación evolutiva del artículo 17.2, se analizarán los desarrollos pertinentes en la legislación comparada y en la jurisprudencia de diversos tribunales respecto a la posibilidad de las parejas del mismo sexo de contraer matrimonio.
47. En lo que respecta a legislación comparada, la Unión Europea (en adelante, “UE”) ha instado a los Estados a finalizar la prohibición del matrimonio entre parejas homosexuales o que, en todo caso, se les permita el acceso a regímenes jurídicos equivalentes. Así, la UE, en su Resolución de 15 de enero de 2003, invita a incluir en la agenda política el reconocimiento de los matrimonios homosexuales. Asimismo, se recuerda que, en el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, se incluye específicamente a la orientación sexual como causa de discriminación expresamente prohibida (arts. II-81 y III-118)
.

48. Del mismo modo, los Principios de Yogyakarta señalan que ninguna condición, como el matrimonio, la maternidad o paternidad, podrían ser invocadas con el fin de impedir el reconocimiento legal de la identidad de género de una persona
. En razón a ello, los Estados deben velar porque se reconozca la diversidad de formas de familias, incluidas aquellas que no son definidas por consanguinidad o matrimonio, por lo que deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otras índoles necesarias para asegurar que ninguna familia sea sometida a discriminación basada en la orientación sexual o identidad de género
.
49. En ese mismo sentido, la Declaración de Montreal señala que la familia es la parte más importante de la vida de las personas. En consecuencia, se debe permitir el matrimonio a parejas del mismo sexo con opciones de paternidad y maternidad, incluyendo la adopción
.

50. Por otro lado, diversos tribunales internos
 han coincidido en señalar que la cláusula de igualdad impide la discriminación en razón de la orientación sexual, por lo que se debe garantizar el matrimonio entre parejas del mismo sexo
, tal es el caso de  Canadá
, España
, Sudáfrica
.
51. Es así que la necesidad del reconocimiento del derecho a contraer matrimonio para parejas homosexuales no resulta más que un corolario
 de una progresiva tutela de los derechos de las personas LGTBI
. En efecto, esta interpretación se ha utilizado para tutelar el derecho a la vida privada respecto del mantenimiento de relaciones sexuales entre parejas homosexuales frente a medidas disciplinarias y penales
, el derecho a la vida familiar para parejas homosexuales
, el reconocimiento de las familias homoparentales
 y la posibilidad de matrimonio entre parejas transexuales
.
52. Por tanto, la interpretación evolutiva del derecho a contraer matrimonio emanado del artículo 17.2 de la CADH permite concluir que Elizabetia tiene el deber de legislar sobre el matrimonio entre parejas del mismo sexo. 
3.2.1.3.3 Interpretación del objeto y fin de la Convención

53. La Honorable Corte IDH ha señalado que el objeto y fin de la Convención es la eficaz protección de la persona humana
. En ese sentido, tomando en consideración el deber especial del Estado de proteger a la comunidad LGTBI
, se desprende que las disposiciones de la CADH deben ser interpretadas a fin de dotarlas de mayor eficacia y garantizar sus derechos.
3.2.1.3.4 Conclusión de la interpretación del artículo 17.2

54. En conclusión, a través de la utilización de los distintos métodos de interpretación consagrados en la Convención de Viena, se colige que existe la obligación convencional de exigir al Estado la regulación normativa del matrimonio entre parejas del mismo sexo.
3.2.1.4 Violación del derecho a la igualdad ante la ley y no discriminación

55. La Corte IDH ha señalado que la noción de igualdad está directamente vinculada a la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona
. Asimismo, el Tribunal ha indicado que, en la etapa actual de la evolución del Derecho Internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del ius cogens, dado que sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico
. 

56. En el caso sub litis, si bien se ha declarado la inconstitucionalidad de la frase “entre un hombre y una mujer” para las uniones de hecho, lo cierto es que la legislación promulgada con ocasión de la sentencia de la Cámara Constitucional restringió la protección familiar sólo para las parejas heterosexuales, en virtud del artículo 85 de la Constitución. De esta manera, el Estado, lejos de cumplir con su obligación de adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en la sociedad
 en perjuicio de las personas LGTBI, perpetuó esta práctica discriminatoria. 
57. Elizabetia no podría alegar que la protección del sentido tradicional de familia constituye una justificación razonable
, toda vez que debe considerar la evolución de la sociedad, los cambios en la percepción social y que no hay sólo una manera de vida familiar
, por lo que toda persona tiene derecho a constituir una familia independientemente de su orientación sexual
.
58.  Asimismo, el Estado tampoco podría excluir a las minorías sexuales, protegiendo a una mayoría
, ya que su función es proteger a esas minorías de los prejuicios difundidos
, como análogamente sucedió cuando se prohibía el matrimonio entre blancos y negros, concepción de las mayorías. No obstante, la Corte Suprema de California estableció que se violaba la garantía de igualdad
. Este criterio fue ratificado por la Corte Suprema al señalar que la prohibición legal del matrimonio entre dos razas violaba el principio de igualdad y no discriminación
. 
59. En el caso sub examine, el pronunciamiento del Tribunal Contencioso Administrativo No. 7, al impedir que Serafina y Adriana contraigan matrimonio, supuso que sólo las familias tradicionales estén sujetas a protección legal. Consecuentemente, la única justificación para realizar esta distinción fue la orientación sexual de las víctimas, por lo cual no cabe una ponderación para determinar su prohibición
. Al respecto, debe recordarse que una diferenciación legislativa en función del sexo, orientación sexual e identidad de género, origina que se invierta la carga de la prueba al Estado a fin de que demuestre la necesidad de excluir a las parejas homosexuales para conseguir el objetivo buscado a través de la ley
, por lo que el Estado violó el artículo 24 de la CADH
.
60. Por lo expuesto, el Estado de Elizabetia violó el derecho a la protección de la honra y dignidad, la protección de la familia y la igualdad ante la ley en relación con las obligaciones de los artículos 1.1 y 2 de la CADH en perjuicio de Adriana Timor y Serafina Conejo.
3.2.2 El Estado violó los artículos 8 y 25 de la CADH en relación a los artículos 1.1 y 2 del referido instrumento en perjuicio de Serafina y Adriana 

61. Elizabetia es responsable por la violación del derecho a las garantías judiciales, toda vez que no garantizó el derecho a recurrir el fallo en sede contencioso administrativa, debido a la inexistencia de un recurso judicial efectivo.
3.2.2.1 Violación del derecho a recurrir el fallo 

62. La Corte IDH ha establecido que las garantías que permitan alcanzar decisiones justas configuran un derecho humano, las cuales deben respetarse en los procedimientos administrativos y en cualquier otro proceso que pueda afectar derechos de las personas
. En efecto, “las garantías mínimas establecidas en el numeral 2 del mismo precepto se aplican también a esos órdenes
 y, por ende, en éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los términos reconocidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento respectivo”
. 
63. En el caso sub judice, el Juzgado Contencioso Administrativo No. 7, al no permitir que Serafina y Adriana contraigan matrimonio, les negó la posibilidad de formar una familia. Sin embargo, contra esta resolución no existía recurso judicial alguno, lo cual imposibilitó la revisión íntegra del fallo
 a través de un recurso accesible y eficaz
. Al respecto, el artículo 8.2 de la CADH ha sido interpretado en el sentido de extender las garantías mínimas
 a todo tipo de proceso cuya decisión afecten derechos fundamentales de la persona, toda vez que el individuo tiene derecho al debido proceso en cuanto sea aplicable al procedimiento respectivo
. 
64. Sin embargo, la resolución judicial firme que denegó la solicitud de Serafina y Adriana no pudo ser recurrida, toda vez que, de conformidad con la ley, esta resolución no es susceptible de recurso alguno, pese a que, como se ha señalado con anterioridad, ellas tienen el derecho a contraer matrimonio y fundar una familia. Por ello, al no poderse cuestionar la resolución judicial, se prolongó la discriminación efectuada en razón a la orientación sexual de las víctimas. 
65. De esta forma, la imposibilidad de recurrir el fallo no permitió que el a-quem revisara el fallo, el cual contenía una manifiesta vulneración de derechos fundamentales. En ese sentido, este derecho, contenido en el 8.2.h, tiene como objetivo prevenir la falibilidad de las decisiones judiciales, tal como lo ha entendido este distinguido Tribunal al señalar que “[s]e busca proteger el derecho de defensa otorgando durante el proceso la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido”
, a través de un examen integral de la decisión recurrida
, puesto que el debido proceso legal no tiene eficacia sin el derecho a la defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra una sentencia mediante una revisión adecuada
.
66. En consecuencia, el Estado violó el derecho a recurrir el fallo, contenido en el artículo 8.2.h de la Convención, en perjuicio de Serafina Conejo Gallo y Adriana Timor.
3.2.2.2 Violación de la protección judicial
67. En virtud del artículo 25 de la CADH, los Estados se encuentran obligados a suministrar recursos judiciales idóneos y efectivos para garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por el referido instrumento
, los cuales deben de ser acordes con las reglas del debido proceso legal en el marco de la obligación general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos  reconocidos por la Convención Americana. 

68. Por tanto, en el cas d’ espèce, tanto el proceso contencioso administrativo como el recurso de amparo fueron inefectivos en perjuicio de las víctimas. En el primer caso, debido a que el proceso devino en inefectivo al no existir un recurso impugnatorio en contra de la resolución final. Además, el Juzgado Contencioso Administrativo N° 7, en primera y única instancia, prefirió reconocer la existencia de un único tipo de familia dentro del Estado, lo cual perjudicó el desarrollo de la vida familiar de Adriana y Serafina. De esta forma, este tribunal inobservó la validez interpretativa
 efectuada por la Corte IDH en el caso Karen Atala según la cual no existe un modelo único y tradicional de familia que merezca la protección del Estado. En esa misma línea argumentativa, la Corte Interamericana ha fijado que los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente la Convención Americana
, sino también la interpretación que ha efectuado el referido Tribunal sobre el Pacto de San José
, y al tener los jueces nacionales la palabra final
, el actuar de Elizabetia no encuentra fundamento en la CADH y contraviene la propia jurisprudencia de esta Corte. 
69. Respecto al recurso de amparo, la Corte ha precisado que dicha acción debe ser entendida como un procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y la Convención
. De ahí que los requisitos de idoneidad y la efectividad
 deban cumplirse en la evaluación del recurso de amparo. 
70. En el caso sub examine, donde la prohibición de constituir una familia a través del matrimonio tiene como origen la discriminación en función de la orientación sexual, ni siquiera se otorgó una tutela adecuada en el recurso de amparo, en el que ni siquiera se admitió a trámite la demanda con la finalidad de examinar los hechos ocurridos, lo que imposibilitó la protección de los derechos fundamentales alegados en el presente caso.
71. Finalmente, el Estado no podría alegar que este recurso era efectivo porque brindaba la posibilidad, más no la garantía, de un resultado favorable
, toda vez que este recurso fue declarado improcedente liminarmente, lo cual impidió un pronunciamiento sobre el fondo.
72. En consecuencia, el Estado de Elizabetia violó el artículo 8.2.h y 25.1 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la CADH en perjuicio de Adriana Timor y Serafina Conejo Gallo.
3.2.3 Medidas provisionales

73. Esta representación solicita, al amparo de los artículos 63.2 de la CADH y 27 del Reglamento de la Corte, que el Honorable Tribunal disponga el otorgamiento de Medidas Provisionales con la finalidad de autorizar a Serafina Conejo Gallo para que pueda decidir sobre la grave situación de salud de Adriana Timor.
74. En el presente caso, esta representación advierte que Adriana Timor se encuentra internada en el hospital público de Elizabetia, toda vez que, a raíz de un aneurisma cerebral congénito ha perdido la conciencia, la motricidad y la sensibilidad
. Serafina conocía de la existencia de este mal debido a que, desde su convivencia, Adriana le contó, en diversas ocasiones, que había padecido esta enfermedad, afirmando que preferiría arriesgar su vida mediante una intervención quirúrgica antes que sufrir de amnesia anterógrada. 
75. En razón a ello, confluyen los requisitos que exige la Convención Americana para el otorgamiento de Medidas Provisionales
, esto es, una situación de extrema gravedad, urgencia, y la potencialidad que el daño sea irreparable. 
3.2.3.1 Extrema Gravedad 

76. Respecto al primer requisito, la Corte IDH ha señalado que los hechos que motivan la solicitud deben encontrarse en un estado más alto de gravedad o peligro
, lo cual permite que el Tribunal pueda apreciarlo prima facie
. 
77. En la presente litis, la extrema gravedad de la presente solicitud se fundamenta en que la afectación a los derechos al libre desarrollo de la personalidad, la integridad personal y la vida digna, es de gran intensidad. 
78. En relación con el derecho al libre desarrollo de la personalidad
, a través del cual la persona decide de acuerdo a sus intereses, deseos y convicciones
, se advierte que la legislación de Elizabetia impide a Serafina y a Adriana decidir en relación con sus proyectos para realizar una vida en común. En el caso de Serafina, no se permite que pueda decidir sobre la salud de Adriana, toda vez que el Estado ha impedido el ejercicio del derecho a contraer matrimonio y fundar una familia a pesar que, desde febrero de 2011, ambas mujeres han manifestado su voluntad de casarse. En relación a Adriana, al no existir un mecanismo interno que garantice el respeto de su manifestación de voluntad trasladada a Serafina, el Estado decidirá, a través del Consejo Médico Regional, sobre la manera en que conduce su vida, ocasionando una injerencia arbitraria al derecho de Adriana de autodeterminarse
, contrario inclusive al Convenio de Derechos Humanos y Biomedicina
.
79. Por otro lado, respecto del derecho de contar con un nivel adecuado de vida digna, se advierte que el Estado se encuentra ante una persona en situación de vulnerabilidad y riesgo, por lo que debe adoptar medidas positivas y concretas para que su vida se desarrolle dignamente
. Sin embargo, Elizabetia, de no otorgarse las medidas provisionales solicitadas, va a decidir respecto de la salud de Adriana, sometiéndola a la consecuencia inminente de sufrir, entre otros males, amnesia anterógrada, lo que va a generar un daño permanente en su vida e integridad.
3.2.3.2 Urgencia
80. Respecto a la urgencia, esta Corte ha establecido que implica que el riesgo o amenaza involucrados sean inminentes, lo cual requiere que la respuesta para remediarlos sea inmediata
. En el presente caso, de no otorgarse las Medidas Provisionales, el Estado decidirá arbitrariamente respecto a los derechos citados precedentemente, debido a que, al día siguiente de la primera audiencia del presente caso, Adriana será sometida al Consejo Médico Regional del Estado, el cual optará por seguir monitoreando la situación en la que se encuentra Adriana, tal y como lo ha hecho en todos los casos de naturaleza similar. 
3.2.3.3 Irreparabilidad del daño

81. En cuanto a la irreparabilidad del daño, el análisis de este criterio supone que en el caso debe existir una probabilidad razonable de que la afectación se materialice, debiendo recaer en bienes o intereses jurídicos que no puedan ser reparables
. En el presente caso, las medidas provisionales son indispensables para que la integridad de Adriana no se vea irreparablemente dañada, toda vez que, de no ser el caso, ella padecería amnesia anterógrada y otros males que afectarían su derecho a contar con una vida digna. Así, en el supuesto que el Estado decida la situación de Adriana, no existiría la posibilidad de que puedan conformar familia, lo cual impediría que, pese a un eventual fallo favorable de la Corte, Adriana y Serafina se vean impedidas de realizar una vida en común.
82. Por último, el Estado no podría alegar que si este Honorable Tribunal declara procedente la solicitud de la medida provisional estaría prejuzgando sobre el fondo de la controversia, debido a que, en el marco de las Medidas Provisionales, esta Corte puede considerar únicamente argumentos que se relacionan estricta y directamente con la extrema gravedad, urgencia y necesidad de evitar daños irreparables a las personas
, requisitos demostrados por esta representación en relación a las víctimas de este caso.
83. En consecuencia, esta representación solicita que Serafina pueda otorgar su consentimiento respecto a la situación de Adriana. Así, el otorgamiento de la Medida Provisional solicitada permitirá garantizar la eficacia práctica de los derechos para que su contenido no sea un mero discurso retórico y vacío de cualquier contenido
. En efecto, como ha advertido la Corte Interamericana, una Medida Provisional tiene un carácter cautelar, referido a la preservación de una situación jurídica, y tutelar, que se manifiesta en la prevención de daños irreparables a la persona y que puedan vulnerar sus derechos humanos
.  
84. Por todo lo anteriormente expuesto, se solicita a la Corte que estime la solicitud de medidas provisionales interpuesta.
4 Petitorio

4.1 Referencia a las reparaciones

85. En virtud a los argumentos de fondo anteriormente expuestos y al amparo del artículo 63.1° de la CADH, disposición que recoge una norma consuetudinaria del Derecho Internacional sobre responsabilidad de un Estado
 que haya producido un daño y en razón a ello se genera el deber de repararlo adecuadamente
 a fin de desaparecer los efectos de las violaciones cometidas
, solicitamos a la Honorable Corte IDH que otorgue las siguientes medidas:
4.1.1 Medidas de satisfacción 

86. Con respecto a las medidas de satisfacción, las cuales se encuentran orientadas a conseguir la cesación de las violaciones
, esta representación estima oportuno que la Corte IDH ordene al Estado las siguientes medidas destinadas a la dignificación de las víctimas
. Por tanto, se solicita que el Estado:
· Publique en el diario oficial y en un diario de amplia circulación nacional los párrafos relevantes de la sentencia o el resumen oficial del presente caso elaborado por esta Corte, como lo ha dispuesto la Corte con anterioridad
. Adicionalmente, la presente Sentencia se deberá publicar íntegramente en una página electrónica oficial del Estado
.
· Realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
, durante el cual se lea la sentencia emitida por este distinguido Tribunal
.
4.1.2 Garantías de no repetición

87. Las garantías de no repetición, buscan evitar la recurrencia de violaciones a los derechos humanos a través de la adopción de medidas legales, administrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos similares vuelvan a ocurrir en el futuro
. En razón a ello, se solicitan las siguientes garantías a este distinguido Tribunal que:

· Se reconozca y otorgue protección legal a todo tipo de familia, independientemente de la orientación sexual de sus integrantes.
· Se modifique la legislación civil para que las uniones de hecho sean consideradas familia.
· Se promulgue una ley de matrimonio entre parejas del mismo sexo con los mismos derechos y obligaciones que origina un matrimonio heterosexual para fines civiles.
· Se promulgue una ley reguladora de la autonomía del paciente, de sus derechos y obligaciones a fin de que este pueda manifestar anticipadamente su voluntad respecto a los cuidados y tratamiento a su salud en caso de no estar consciente acorde con el Convenio sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina. 
· Asimismo, debido a que las garantías de no repetición deben tener, en casos similares al presente, no sólo efectos restitutivos sino también correctivos
, a fin de desaparecer los estereotipos y prácticas que perpetúan la discriminación contra la discriminación contra la comunidad LGTBI, se ordene al Estado adoptar una política integral y coordinada a fin de evitar la discriminación en contra de las personas por su orientación sexual e identidad de género, a través de programas y cursos dirigidos a todos los funcionarios públicos a nivel regional y nacional, permanentes de educación y capacitación
 en: i) derechos humanos, identidad de género, no discriminación y tipos de familia; ii) protección de los derechos de la comunidad LGBTI, y iii) superación de estereotipos de género en contra de la población LGTBI, tal como ha establecido este Honorable Tribunal ante esta necesidad en los Estados
. 
· Se realicen actividades de capacitación sobre el respeto y garantía a los derechos humanos de la comunidad LGTBI, dirigidas a todos los agentes estatales.
· Se establezca el recurso adecuado para recurrir el fallo del Juzgado Contencioso Administrativo.
· Se adecúe todo proceso a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, con base en el control de convencionalidad
.
4.1.3 Rehabilitación

88. Se solicita que se ordene al Estado que adopte medidas de rehabilitación psicológica
 respecto a las víctimas del presente caso.
4.1.4 Indemnizaciones

89. Se solicita a la Corte IDH que fije en equidad
 la compensación por los sufrimientos y la alteración de las condiciones de existencia de vida de las víctimas
. 
90. Asimismo, el pago de las costas y gastos teniendo en cuenta la acreditación de los gastos hechos  y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos
. 
4.2 Petitorio

91. En razón a los argumentos anteriormente expuestos, solicitamos que la Honorable Corte:
· Estime la solicitud de Medidas Provisionales.
· Desestime las excepciones preliminares interpuestas por el Estado de Elizabetia.
· Declare que el Estado de Elizabetia es responsable internacionalmente por la violación de los artículos 8, 11, 17, 24 y 25 de la CADH en relación a los artículos 1.1 y 2 del referido instrumento en perjuicio de Serafina Conejo Gallo y de Adriana Timor.
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